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PETICIÓN P-1097-06

SOLUCIÓN AMISTOSA

MIRIAM BEATRÍZ RIQUELME RAMÍREZ

PARAGUAY

20 de marzo de 2013
I. RESUMEN

1. El 10 de octubre de 2006, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”), recibió una petición presentada por Andrés Dejesús Ramírez (en adelante, “el peticionario”), en representación de la señora Miriam Beatriz Riquelme Ramírez (en adelante “la presunta víctima”) y de sus tres hijos menores de edad, M., P. y CME
. En la petición se alega la responsabilidad internacional del Estado de Paraguay (en adelante el “Estado” o el “Estado paraguayo”) sobre la base de que la señora Riquelme habría sido detenida mientras se encontraba en el período de lactancia materna de su hija, CME -la cual a la fecha contaba con menos de 4 meses- lo cual alegó, contravenía las normas paraguayas al respecto. El peticionario indicó que si bien denunció la situación ante las instancias competentes no logró protección judicial en sede interna. 
2. El peticionario alegó que el Estado habría violado los derechos amparados en los artículos 7 (libertad personal), 8 (garantías judiciales), 9 (principio de legalidad e irretroactividad), 19 (derechos del niño), 24 (igualdad ante la ley) y 25 (protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante, “Convención” o “Convención Americana”), en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional.

3. El 4 de agosto de 2011, las partes suscribieron un Acuerdo de Solución Amistosa.

4. En el presente informe de solución amistosa, según lo establecido en el artículo 49 de la Convención y el artículo 40.5 del Reglamento de la Comisión, se efectúa una reseña de los hechos alegados por el peticionario y de la solución amistosa lograda, con la transcripción del referido acuerdo de solución amistosa, suscrito el 4 de agosto de 2011. Habiendo revisado la conformidad de los compromisos adoptados por las partes y su cumplimiento con los principios de la Convención, la Comisión resuelve aprobar el presente informe, notificar a las partes, hacerlo público e incluirlo en el Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
 

5. El 10 de octubre de 2006, la Comisión recibió la petición y le asignó el número 1097-06. El 15 de abril de 2008, la CIDH transmitió las partes pertinentes al Estado, otorgándole el plazo de dos meses para la presentación de sus observaciones. Mediante comunicación de fecha 16 de junio de 2008, el Estado solicitó una prórroga, la cual le fue concedida por la Comisión con fecha 20 de junio de 2008. 
6. Mediante nota de fecha 6 de mayo de 2009, la CIDH reiteró al Estado la solicitud de información efectuada. El Estado presentó su respuesta a la petición con fecha 21 de enero de 2010, la cual fue trasladada al peticionario el 2 de febrero de 2010, otorgándole un plazo de un mes para presentar sus observaciones.

7. Con fecha 5 de marzo de 2010, el Estado presentó una comunicación informando de la creación de un equipo de trabajo para elaborar una propuesta de solución amistosa. Por su parte, el 14 de julio de 2010, el peticionario presentó información al respecto. 
8. Posteriormente, el Estado presentó información el 21 de junio de 2011 y el 7 octubre de 2011. En la comunicación del 7 de octubre de 2011, el Estado informó a la Comisión con fecha 4 de agosto de 2011, las partes suscribieron un acuerdo de solución amistosa. De dicha comunicación se efectuó el correspondiente traslado al peticionario, el 14 de octubre de 2011.

9. El 16 de enero de 2012, el peticionario presentó un escrito ante la CIDH mediante el cual indicó el cese de su intervención en carácter de peticionario en el trámite de la petición ante la CIDH. Mediante comunicación de fecha 26 de septiembre de 2012, el Estado presentó información actualizada con respecto al estado de cumplimiento del acuerdo de solución amistosa suscripto entre las partes.

III. BREVE RESUMEN DE LOS HECHOS PRESENTADOS
10. El peticionario señaló que el 7 de septiembre de 2005, la señora Miriam Riquelme fue detenida en su domicilio por una comitiva fiscal y policial, la cual indicó la condujo a la Fiscalía Barrial del barrio Nazareth por su supuesta participación en un secuestro investigado en una causa penal tramitada ante el Juzgado de Garantías Nº 4. El peticionario alegó que al momento de su detención, la señora Riquelme se encontraba bajo libertad ambulatoria y control judicial, por su presunta participación como cómplice en otra causa penal tramitada ante el Juzgado de Garantías Nº 6. De acuerdo con el peticionario, dicho Juzgado había concedido a la señora Riquelme libertad ambulatoria, la cual alega cumplía estrictamente.

11. El peticionario señaló que con fecha 8 de septiembre de 2005, la señora Riquelme compareció ante el Juzgado de Garantías Nº 4. Señaló que ante el requerimiento de prisión del Ministerio Público, su defensa dejó constancia de la referida libertad ambulatoria de la presunta víctima, de su conducta de sujeción a la justicia y de que la señora Riquelme era una madre lactante en ese momento por el nacimiento de CME, por lo cual le resultaba aplicable el artículo 238 del Código Procesal Penal (CPP) de Paraguay, que señala que “no se podrá decretar la prisión preventiva (…) de las madres durante la lactancia de sus hijos”. Sin embargo, según el peticionario, el 9 de septiembre de 2005, se dictó prisión preventiva en su contra, supeditando arbitrariamente la operatividad del artículo mencionado al término de diez días.

12. El peticionario indica, que en esas circunstancias, la defensa de la señora Riquelme interpuso un recurso de habeas corpus genérico a su favor y de su hija menor ante la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, el cual señala, fue rechazado mediante la Sentencia Nº 829 del 21 de septiembre de 2005.

13. Indica que con fecha 22 de septiembre de 2005, la defensa de la presunta víctima solicitó la revisión de la orden de prisión en su contra ante el juez de la causa, pidiendo la fijación de una audiencia en el plazo de 48 horas. No obstante, el peticionario señala que la audiencia ya había sido programada para el mismo día 22, sin haberse notificado al representante legal de la señora Riquelme dicha convocatoria, con lo cual se tuvo que suspender la audiencia y convocarla para una semana más tarde. Según el peticionario, frente a dichos hechos, el 23 de septiembre de 2005 la defensa de la señora Riquelme solicitó al magistrado su separación de la causa. Señala que dicho planteamiento fue desestimado por la Primera Sala del Tribunal de Apelaciones en lo Criminal, el 25 de octubre de 2005.

14. Ante dicha decisión, indicó el mismo 25 de octubre de 2005, el representante legal de la presunta víctima solicitó la revisión de la medida de prisión que aún recaía sobre la señora Riquelme. Señala que con fecha 8 de noviembre de 2005, el juez concedió el arresto domiciliario a la presunta víctima en sustitución de su reclusión en la Comisaría de Mujeres. Indica que el Ministerio Público presentó una apelación, solicitando que la señora Riquelme fuese trasladada a la prisión de mujeres Casa del Buen Pastor. Señaló que con fecha 2 de diciembre de 2005, la Primera Sala Penal del Tribunal de Apelaciones en lo Criminal, decretó el regreso de la señora Riquelme a prisión, dejando supeditado el beneficio del artículo 238 del CPP a un nuevo informe pericial forense. 

15. El peticionario mencionó que a pedido de la defensa, el Juzgado convocó una junta médica para certificar el estado de lactancia de la señora Riquelme. Señaló que el 27 de diciembre de 2005, habiendo dado positiva dicha prueba de lactancia, y antes de la audiencia de revisión, el juzgado otorgó nuevamente el beneficio de reclusión domiciliaria a la señora Riquelme. Ante lo cual, alega el peticionario que el Ministerio Público volvió a presentar una apelación, la cual se resolvió el 17 de enero de 2006, procediéndose a revocar la medida de reclusión domiciliaria. Asimismo señala que dicha resolución no se notificó a la defensa, siendo que además incorporaba una orden de búsqueda y captura internacional contra la señora Riquelme, quien se encontraba guardando reclusión domiciliaria.

16. Indicó que con fecha 23 de enero de 2006, la defensa planteó un recurso de reposición y apelación en subsidio de lo resuelto; y que el 7 de febrero de 2006, la defensa presentó una acción de inconstitucionalidad ante la Secretaría Judicial I de la Suprema Corte por violación de la prohibición de prisión arbitraria y la garantía de irretroactividad de la ley, pidiendo la declaración de nulidad de la resolución impugnada. Señaló que la defensa además solicitó que se disponga como medida cautelar la suspensión de los efectos de la misma. 

17. El peticionario mencionó que previo a la resolución de dicho recurso de inconstitucionalidad, el tiempo transcurrido había provocado la interrupción definitiva de la lactancia de la niña CME por falta de contacto materno. Señala que debido a ello, la defensa desistió del mencionado recurso el 13 de marzo de 2006. Según el peticionario, el 10 de abril de 2006, la Corte Suprema de Justicia, dio lugar a dicho desistimiento, agotando de ese modo, de acuerdo con el peticionario, todos los recursos internos.

18. En virtud de todo lo anterior, el peticionario solicitó que se declare al Estado paraguayo responsable de la violación de los derechos consagrados en los artículos 7, 8, 9, 19, 24 y 25 de la Convención Americana, en conexión con las obligaciones contenidas en el artículo 1.1 del mencionado instrumento.

IV. SOLUCIÓN AMISTOSA

19. El 4 de agosto de 2011, el peticionario, la presunta víctima y los representantes del Gobierno de la República de Paraguay suscribieron un acuerdo de solución amistosa en una reunión de trabajo presidida por el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, entonces Relator para Paraguay, en cuyo texto se establece lo siguiente: 

ACUERDO SOLUCIÓN AMISTOSA

PETICIÓN N° 1097 - 06 "MIRIAM BEATRIZ RIQUELME"

PRIMERO: RECONOCIMIENTO DE RESPONSABILIDAD

El Estado paraguayo reconoce la responsabilidad internacional por la privación arbitraria de la libertad en un centro penitenciario de Miriam Beatriz Riquelme Ramírez realizada durante el periodo de lactancia de su hija […] CME (en adelante "la niña CME"), en contraposición del artículo 7.2, 19 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio de ambas, al quebrantarse legislación nacional (artículo 238 del Código Penal) que expresamente lo prohibía.

SEGUNDO: ACTO PÚBLICO DE RECONOCIMIENTO

El Estado paraguayo se compromete a realizar un acto público de reconocimiento en los términos del artículo que antecede y pedir disculpas públicas a sus familiares, con expresa consideración de la reserva de la identidad de la niña CME.

TERCERO: MEDIDAS DE ASISTENCIA PRIMARIA E INTEGRAL DE SALUD

El Estado asume el compromiso de brindar sin costo alguno y por medio de los servicios nacionales de salud, el tratamiento adecuado que requieran la niña […] y el Señor Remberto Giménez, abuelo de la misma, quien detenta su guarda.
CUARTO: MEDIDAS SOCIO-EDUCATIVAS

El Estado, a través del Ministerio de Educación y Cultura y la Secretaria Nacional de la Niñez y la Adolescencia, asumen la responsabilidad a garantizar la educación de la niña CME sin costo alguno, y con un acompañamiento de profesionales para el restablecimiento y mantenimiento de los vínculos con su madre.

SEXTO: OTRAS MEDIDAS DE REPARACIÓN [sic]

El Estado paraguayo, a través del Ministerio de Justicia y Trabajo, asume el compromiso de gestionar ante el órgano jurisdiccional competente el traslado de la Señora Miriam Beatriz Riquelme Ramírez de la Penitenciaría de la ciudad de Villarrica al Correccional de Mujeres "Casa del Buen Pastor" para asegurar el mantenimiento de vínculos con su hija.

En este mismo acto, la Señora Miriam Beatriz Riquelme Ramírez se compromete al respeto de las normas administrativas penitenciarías referentes a la disciplina interna.

SÉPTIMO: PUBLICACIÓN

El Estado se compromete a publicar en la Gaceta Oficial y en los sitios web oficiales del Ministerio de Relaciones Exteriores y Presidencia de la República los términos del presente Acuerdo de Solución Amistosa.

OCTAVO: INTERPRETACIÓN

El sentido y alcance del presente Acuerdo se interpretan de conformidad a los artículos 29 y 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en lo que sea pertinente y al principio de buena fe. En caso de duda o desavenencia entre las partes sobre el decidirá la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

NOVENO: HOMOLOGACIÓN Y SEGUIMIENTO

Las partes le solicitan a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos la homologación del presente acuerdo y su seguimiento.

Las partes entienden que el incumplimiento de uno o más puntos del presente Acuerdo habilita a los peticionarios a continuar con la tramitación del caso en el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos hasta su total conclusión.

Lo anterior no obsta a que los peticionarios puedan considerar favorablemente alguna solicitud de prórroga para el cumplimiento de una o más obligaciones comprometidas.

Suscripto en cuatro ejemplares, en la ciudad de Asunción, Paraguay, a los cuatro días del mes de agosto de dos mil once.


V.
DETERMINACIÓN DE COMPATIBILIDAD Y CUMPLIMIENTO

20. La CIDH reitera que de acuerdo con los artículos 48.1.f y 49 de la Convención, este procedimiento tiene como fin “llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en la Convención”. La aceptación de llevar a cabo este trámite expresa la buena fe del Estado para cumplir con los propósitos y objetivos de la Convención en virtud del principio pacta sunt servanda, por el cual los Estados deben cumplir de buena fe las obligaciones asumidas en los tratados. También desea reiterar que el procedimiento de solución amistosa contemplado en la Convención permite la terminación de los casos individuales en forma no contenciosa, y ha demostrado, en casos relativos a diversos países, ofrecer un vehículo importante de solución, que puede ser utilizado por ambas partes.

21. La Comisión Interamericana ha seguido de cerca el desarrollo de la solución amistosa lograda en el presente caso y valora altamente los esfuerzos desplegados por ambas partes para alcanzar esta solución que resulta compatible con el objeto y fin de la Convención. En especial, la CIDH valora, que en el acuerdo suscrito por las partes el 4 de agosto de 2011, el Estado de Paraguay reconoció su responsabilidad internacional “por la privación arbitraria de la libertad en un centro penitenciario de Miriam Beatriz Riquelme Ramírez realizada durante el periodo de lactancia de su hija CME, en contraposición del artículo 7.2, 19 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio de ambas, al quebrantarse legislación nacional (artículo 238 del Código Penal) que expresamente lo prohibía”. Asimismo, valora en forma especial las medidas de reparación acordadas y los compromisos asumidos por el Estado al respecto.
22. En relación al cumplimiento de los puntos del acuerdo, la CIDH observa que mediante comunicación de 26 de septiembre de 2012, el Estado informó en cuanto:
· al segundo compromiso asumido, referido al acto de reconocimiento de responsabilidad, que se habían realizado las consultas internas respectivas a las máximas autoridades y que se estaba a la espera la determinación de la fecha para la realización del mismo.

· al tercer compromiso, referido a las medidas de asistencia primaria e integral de la salud, que a la niña CME se le realizan atenciones médicas en forma quincenal por funcionarios pertenecientes a la XVIII Región Sanitaria de la Capital y que se le suministran los medicamentos necesarios para su salud. Indicó además que se estaban realizando las gestiones pertinentes para brindarle asistencia sicológica. También se informó que se brindaba atención médica a los hermanos de CME y a su abuelo, a quien se le proveyó de los medicamentos necesarios.

· al cuatro compromiso, referido a las medidas educativas, se indicó que por nota de 5 de agosto de 2011 se concedió a la niña CME una beca en la Escuela básica No 1040 “Nuestra Señora del Perpetuo Socorro”.

· al quinto compromiso, referido a otras medidas de reparación, que el día 7 de agosto de 2012 se trasladó a la señora Miriam Riquelme a la Penitenciaria Regional de Misiones por pedido expreso de la misma. 
23. El 27 de febrero de 2013, la señora Miriam Beatriz Riquelme indicó a la CIDH que consideraba que los términos del acuerdo de solución amistosa suscrito con el Estado de Paraguay se halla perfeccionado en lo que corresponde a las medidas de reparación acordadas a su persona como a su hija.

24. La CIDH valora las medidas que el Estado viene desplegando para dar cumplimiento al acuerdo de solución amistosa.
25. La Comisión continuará dando seguimiento al cumplimiento de los compromisos contenidos en el acuerdo de solución amistosa, en particular en referencia a la realización del acto público de reconocimiento de responsabilidad y a la continuidad en la asistencia de salud y en beca educativa.

VI.
CONCLUSIONES

26. Con base en las consideraciones que anteceden y en virtud del procedimiento previsto en los artículos 48.1.f y 49 de la Convención Americana, la Comisión desea reiterar su profundo aprecio por los esfuerzos realizados por las partes y su satisfacción por el logro de una solución amistosa en el presente caso, fundada en el objeto y fin de la Convención Americana.
27. En virtud de las consideraciones y conclusiones expuestas en este Informe, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:

1. Aprobar los términos del acuerdo suscrito entre las partes el 4 de agosto de 2011. 

2.
Instar al Estado a tomar las medidas necesarias para cumplir con los compromisos pendientes. 

3.
Continuar con la supervisión del cumplimiento de todos y cada uno de los puntos del acuerdo suscrito. 

4.
Hacer público el presente informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 






� La Comisionada Rosa María Ortiz, de nacionalidad paraguaya, no participó en las deliberaciones ni en la decisión de la presente petición, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 (2) (a) del Reglamento de la Comisión.


� Por la calidad de niños y niñas de los hijos de la presunta víctima, la CIDH procede a identificarlos mediante siglas para preservar su identidad.


� El 16 de octubre de 2005, el representante legal de la presunta víctima solicitó la adopción de medidas cautelares a la CIDH, las cuales no fueron otorgadas.
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